
 

 
 REAL DECRETO-LEY 11/2020, DE 31 DE MARZO, POR EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS 
URGENTES COMPLEMENTARIAS EN EL ÁMBITO SOCIAL Y ECONÓMICO PARA HACER 
FRENTE AL COVID-19.( 1-4-2020) 

 

Artículo 34. Moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social. 

La Tesorería General de la Seguridad Social podrá otorgar moratorias de seis meses, 
sin interés, a empresas y trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier 
régimen de la Seguridad Social, que lo soliciten y cumplan los requisitos. La moratoria 
de concederse afectará al pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y conceptos de 
recaudación conjunta, cuyo período de devengo, sea para empresas el período de abril y 
junio de 2020 y, para trabajadores por cuenta propia entre mayo y julio de 
2020, siempre que su actividad no se haya suspendido por el estado de alarma. (Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo). 

 
Las solicitudes de moratoria de empresas se presentarán a través del Sistema RED y 

los trabajadores por cuenta propia por el Sistema RED o por los medios electrónicos 
disponibles en la sede electrónica de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 
(SEDESS). 

 
Las empresas deberán presentar solicitudes individualizadas por cada código de 

cuenta de cotización donde figuren de alta los trabajadores respecto de los que se solicita 
la moratoria en el pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta. 

 
La Tesorería General de la Seguridad Social podrá habilitar cualquier otro medio 

electrónico distinto al Sistema RED o SEDESS para que se efectúe la solicitud. 
 
A estos efectos, la comunicación, a través de los medios indicados, de la 

identificación del código de cuenta de cotización y del período de devengo objeto de la 
moratoria, tendrá la consideración de solicitud de esta. 

 
Las solicitudes de moratoria deberán comunicarse a la Tesorería General de la 

Seguridad Social dentro de los 10 primeros días naturales de los plazos 
reglamentarios de ingreso correspondientes a los períodos de devengo señalados en el 
apartado primero, NO procede moratoria de cotizaciones cuyo plazo reglamentario 
de ingreso haya finalizado con anterioridad a la solicitud. 

 
La concesión de moratoria se comunicará en el plazo de los tres meses siguientes al 

de la solicitud, a través de los medios señalados en el apartado segundo de este artículo. 
No obstante, se considerará realizada dicha comunicación con la efectiva aplicación de la 
moratoria por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social en las liquidaciones de 
cuotas que se practiquen a partir del momento en que se presente la solicitud. 



 

Esta moratoria no será de aplicación a los códigos de cuenta de cotización por los que 
las empresas hayan obtenido exenciones en el pago de la aportación empresarial así 
como en las cuotas de recaudación conjunta, regulada en el artículo 24 Del Real Decreto 
Ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19, como consecuencia de los procedimientos de 
suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor a que se refiere dicho 
artículo. 

 
Las solicitudes presentadas por las empresas, o por los trabajadores por cuenta 

propia, que contuvieran falsedades o incorrecciones en los datos facilitados darán lugar a 
las sanciones correspondientes. 

 
Se considerará a estos efectos como falsedad o incorrección haber comunicado a la 

Tesorería General de la Seguridad Social en la solicitud de inscripción como empresa, o 
en el alta del trabajador en el correspondiente Régimen Especial, o en variación de datos 
posterior a la inscripción, o al alta, una actividad económica falsa o incorrecta, así como 
aquellos otros datos que determinen la existencia de las condiciones y requisitos a los 
que se refiere el apartado primero. 

 
 
Artículo 35. Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social. 
Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de 

la Seguridad social o los autorizados para actuar a través del (Sistema RED), siempre que 
no tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en el pago de 
sus deudas con la Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar 
entre los meses de abril y junio de 2020, en los términos y condiciones establecidos en la 
normativa de Seguridad Social, siendo de aplicación un interés del 0,5% en lugar del 
previsto en el artículo 23.5 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto-Ley 8/2015, de 30 de octubre. Estas solicitudes de 
aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez primeros naturales del 
plazo reglamentario de ingreso anteriormente señalado. 

Artículo 36. Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte 
de los consumidores y usuarios. 

1. Si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de 
alarma los contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean 
de compraventa de bienes o de prestación de servicios, incluidos los de tracto 
sucesivo, resultasen de imposible cumplimiento, el consumidor y usuario tendrán 
derecho a resolver el contrato durante un plazo de 14 días. La pretensión de resolución 
sólo podrá ser estimada cuando no quepa obtener de la propuesta o propuestas de 
revisión ofrecidas por cada una de las partes, sobre la base de la buena fe, una solución 
que restaure la reciprocidad de intereses del contrato. Las propuestas de revisión podrán 
abarcar, entre otras, el ofrecimiento de bonos o vales sustitutorios al reembolso. A estos 
efectos, se entenderá que no cabe obtener propuesta de revisión cuando haya 



 

transcurrido un periodo de 60 días desde la imposible ejecución del contrato sin que haya 
acuerdo entre las partes sobre la propuesta de revisión. 

2. Si cumpliento del contrato resulte imposible de acuerdo con el apartado anterior, el 
empresario estará obligado a devolver las sumas abonadas por el consumidor, salvo 
gastos incurridos debidamente desglosados y facilitados al consumidor, en la misma 
forma en que se realizó el pago en un plazo máximo de 14 días, salvo aceptación expresa 
de condiciones distintas por parte del consumidor y usuario. 

3. Respecto de los contratos de prestación de servicios de tracto sucesivo, la 
empresa prestadora de servicios podrá ofrecer opciones de recuperación del servicio a 
posteriori y sólo si el consumidor no pudiera o no aceptara dicha recuperación entonces 
se procedería a la devolución de los importes ya abonados en la parte correspondiente al 
periodo del servicio no prestado por dicha causa o, bajo la aceptación del consumidor, a 
minorar la cuantía que resulte de las futuras cuotas a imputar por la prestación del 
servicio. Asimismo, la empresa prestadora de servicios se abstendrá de presentar a cobro 
nuevas mensualidades hasta que el servicio pueda prestarse con normalidad, sin que ello 
dé lugar a la rescisión del contrato, salvo por la voluntad de ambas partes. 

4. Contratos de viaje combinado, que hayan sido cancelados con motivo del 
COVID19, el organizador o, en su caso el minorista, podrán entregar al consumidor o 
usuario un bono para ser utilizado dentro de un año desde la finalización de la vigencia 
del estado de alarma y sus prórrogas, por una cuantía igual al reembolso que hubiera 
correspondido. Transcurrido el periodo de validez del bono sin haber sido utilizado, el 
consumidor podrá solicitar el reembolso completo de cualquier pago realizado. En 
cualquier caso, el eventual ofrecimiento de un bono sustitutorio temporal deberá contar 
con el suficiente respaldo financiero que garantice su ejecución. 

No obstante lo anterior, el organizador, o en su caso el minorista, deberán proceder a 
efectuar el reembolso a los consumidores y usuarios en el supuesto de que estos 
solicitaran la resolución del contrato, de conformidad con lo previsto en el apartado 2 del 
artículo 160 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, siempre que los proveedores de servicios 
incluidos en el contrato de viaje combinado hubieran procedido a la devolución total del 
importe correspondiente a sus servicios. Si solo algunos de los proveedores de servicios 
del viaje combinado efectuaran la devolución al organizador o, en su caso, al minorista, o 
la cuantía devuelta por cada uno de ellos fuera parcial, el consumidor o usuario tendrá 
derecho al reembolso parcial correspondiente a las devoluciones efectuadas, siendo 
descontado del importe del bono entregado por la resolución del contrato.  

 
Artículo 42. Flexibilización de los contratos de suministro de electricidad  
 
1. Excepcionalmente mientras dure el estado de alarma, los puntos de suministro de 

electricidad titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante su alta, y 
empresas se podrán acoger a las siguientes medidas: 

a) En cualquier momento, podrán suspender temporalmente o modificar sus 
contratos de suministro, o las prórrogas de dichos contratos, para contratar otra oferta 
alternativa con el comercializador con el que tienen contrato vigente, al objeto de 



 

adaptar sus contratos a sus nuevas pautas de consumo, sin que proceda cargo alguno 
en concepto de penalización. 

b) Los distribuidores atenderán las solicitudes de cambio de potencia o de peaje 
de acceso, con independencia de que el consumidor hubiera modificado 
voluntariamente las condiciones técnicas de su contrato de acceso de terceros a la red en 
un plazo inferior a doce meses, y aunque no se haya producido ningún cambio en la 
estructura de peajes de acceso o cargos que le afecte. Cuando las solicitudes no puedan 
atenderse por medios remotos, las actuaciones de campo que, en su caso, fueran 
necesarias, estarán sujetas a los planes de contingencia adoptados y comunicados por las 
empresas distribuidoras. 

En caso de que el consumidor cuente con una autorización para la aplicación conjunta 
de una única tarifa de acceso, de conformidad con lo establecido en el artículo 5.3.4.º del 
Real Decreto 1164/2001, de 26 de octubre, por el que se establecen tarifas de acceso a las 
redes de transporte y distribución de energía eléctrica, podrá solicitar el cambio de 
potencia o de peaje de acceso sin que medie resolución expresa de la Dirección General 
de Política Energética y Minas. Los distribuidores deberán atender las solicitudes en los 
términos establecidos en este artículo. En todo caso, los consumidores deberán notificar 
a esa Dirección General las solicitudes realizadas a los distribuidores. 

2. En el plazo de tres meses finalizado el estado de alarma, el consumidor que haya 
solicitado la suspensión de su contrato de suministro podrá solicitar su reactivación. 

En igual plazo, el consumidor que haya solicitado la modificación de su contrato de 
suministro o la modificación de los parámetros técnicos del contrato de acceso de 
terceros a la red prevista en el apartado anterior, podrá solicitar una nueva modificación 
del contrato de suministro o unos nuevos valores de los parámetros técnicos del contrato 
de acceso de terceros a la red. Cuando el consumidor cuente con una autorización para la 
aplicación conjunta de una única tarifa de acceso, este deberá notificar a la Dirección 
General de Política Energética y Minas dicha solicitud. 

3. Las reactivaciones del contrato de suministro y las modificaciones de los 
contratos anteriormente señaladas se realizarán en el plazo máximo de cinco días 
naturales y sin que proceda la repercusión de coste alguno sobre el consumidor, a 
excepción de: 

a) los pagos por derechos de extensión por incrementos de potencia contratada por 
encima del umbral contratado antes del inicio del estado de alarma, 

b) los pagos por supervisión de instalaciones cedidas, en su caso, y, 
c) en el caso de que resultase necesario el cambio de los equipos de medida, el pago 

de actuaciones sobre los equipos de control y medida previstos en el capítulo VII del Real 
Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la metodología de 
retribución de la actividad de distribución de energía eléctrica. 

En el caso de que la nueva modificación de potencia no supere el umbral contratado 
antes del inicio del estado de alarma, tampoco se aplicará lo dispuesto en el artículo 83.5 
del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro de electricidad y procedimientos 
de autorización de instalaciones de energía eléctrica, sobre la revisión de las 
instalaciones de más de veinte años. 



 

4. En las leyes de Presupuestos Generales del Estado que se aprueben tras la entrada 
en vigor de este real decreto-ley, y con el fin de compensar en el Sistema Eléctrico la 
reducción de ingresos consecuencia de las medidas previstas en el apartado 1 anterior, se 
dotará un crédito en la sección presupuestaria del Ministerio para la Transición Ecológica 
y el Reto Demográfico por el importe equivalente a la reducción de ingresos para el 
Sistema Eléctrico atribuible a dichas medidas en el ejercicio anterior. 

El importe al que se refiere el párrafo anterior, será transferido a la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, e incorporado de una sola vez, como ingreso, al 
sistema de liquidaciones del sistema eléctrico gestionado por ese organismo 

 
Disposición adicional séptima. Fondos provenientes de la recaudación de la cuota de 

formación profesional para el empleo para el año 2020. 
Los ingresos derivados de la cotización por formación profesional durante 2020, 

podrán destinarse a la financiación de prestaciones y acciones del sistema de 
protección por desempleo, o para financiar programas que fomenten la contratación de 
personas desempleadas o les ayuden a recuperar empleo. 

 
Disposición adicional decimosexta. Habilitación a los autorizados del Sistema RED. 
Los autorizados para actuar a través del Sistema de remisión electrónica de datos en 

el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), estarán habilitados para efectuar por 
medios electrónicos las solicitudes y demás trámites correspondientes a los 
aplazamientos en el pago de deudas, las moratorias en el pago de cotizaciones y las 
devoluciones de ingresos indebidos con la Seguridad Social correspondientes a los 
sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar en cuyo nombre 
actúen. 

La habilitación a que se refiere el párrafo anterior podrá extenderse a otras 
actuaciones que se determinen mediante resolución del Director General de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 

 
Disposición adicional vigesimoprimera. Incapacidad temporal en situación 

excepcional de confinamiento total. 
Con carácter excepcional, y con efectos desde el inicio de la situación de 

confinamiento, y mediante el correspondiente parte de baja, se extenderá esta 
protección a aquellos trabajadores obligados a desplazarse de localidad y tengan 
obligación de prestar los servicios esenciales a los que se refiere el Real Decreto-ley 
10/2020, siempre que se haya acordado el confinamiento de la población donde tenga su 
domicilio y le haya sido denegada de forma expresa la posibilidad de desplazarse por la 
autoridad competente, no pueda realizar su trabajo de forma telemática por causas no 
imputables a la empresa para la que prestas sus servicios o al propio trabajador y no 
tenga derecho a percibir ninguna otra prestación pública. 

La acreditación del acuerdo de confinamiento de la población donde tiene el 
domicilio y la denegación de la posibilidad de desplazamiento se realizará mediante 
certificación expedida por el ayuntamiento del domicilio ante el correspondiente órgano 
del servicio público de salud. De igual forma, la imposibilidad de realización del trabajo 
de forma telemática se acreditará mediante una certificación de la empresa o una 



 

declaración responsable en el caso de los trabajadores por cuenta propia ante el mismo 
órgano del servicio público de salud. 

 
Dieciocho. El apartado segundo de la disposición transitoria primera, que queda 

redactado en los siguientes términos: 
«2. Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por 

desempleo previstas en los artículos 24 y en los apartados 1 a 5 del artículo 25, serán de 
aplicación a los afectados por los procedimientos de suspensión de contratos y reducción 
de jornada comunicados, autorizados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigor 
de este real decreto-ley, siempre que deriven directamente del COVID- 19. 

La medida prevista en el artículo 25.6 será de aplicación a los trabajadores que hayan 
visto suspendida su relación laboral con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de ese 
Real Decreto-ley, siempre que dicha suspensión sea consecuencia directa del COVID-19» 

 
 


